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Los operadores del derecho generalmente tienen conocimiento de diferentes maneras 

de solucionar los ilimitados conflictos de relevancia jurídica y/o económica propios de la 

vida en comunidad. Mientras estas vías de solución de controversias estén debidamente 

configuradas y ejecutadas, mejores resultados se obtendrán a partir de un conflicto. La 

típica y más conocida vía es el proceso judicial. Si bien esta goza de mayor consolidación 

debido a su presencia histórica, al poder del que emana y a las consecuencias firmes que 

genera, su funcionamiento está bastante deteriorado en el país, lo cual la hace en muchos 

casos poco óptima para el principal objetivo expuesto. 

Frente a tal desperfecto, podemos hallar otras vías que se basan un elemento 

fundamental: la voluntad de las partes por solucionar un conflicto. Esta voluntad permite 

prescindir del Estado y de su administración de justicia para encontrar una solución más 

eficiente. Los mecanismos alternativos de resolución de controversias (MASC) cumplen 

con este objetivo, pues (i) están configurados de forma más especializada para 

determinados tipos de casos y (ii) su funcionamiento se optimiza al particularizarse 

(desprenderse del sistema judicial). Estos mecanismos son el arbitraje, la conciliación1, las 

juntas de resolución de disputas2 (dispute boards), la negociación y la mediación, entre 

otros. Ahora bien, para efectos del presente ensayo, no cabe ahondar en sus 

características más allá de señalar que se diferencian por la intervención o no de un 

tercero, las atribuciones de este y su especialización. 

Aun así, es preciso resaltar el afianzamiento del arbitraje en el Perú, pues además de ser 

bastante utilizado como mecanismo de solución en conflictos entre privados, también se 

generalizó su aplicación en el ámbito de los contratos públicos. El artículo 63 de la 

vigente Constitución establece la posibilidad de que el Estado someta a arbitraje las 

controversias con sus contratistas en la forma dispuesta por la ley. A partir de esta 

facultad, se dispuso este mecanismo en todos los ordenamientos sectoriales3. Esta 

disposición constitucional y su desarrollo a nivel legal constituyen un mecanismo de 

garantía en el marco de la promoción de la inversión privada. 

Así lo reconoce Ramón Huapaya, quien además considera su uso como un principio de 

la etapa de ejecución en los contratos públicos de concesión de servicios y obras públicas 
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de infraestructura4. Las razones expuestas por el autor están orientadas a la aplicación 

del arbitraje tal como está construido, rechazando así propuestas de nuevas figuras, tales 

como un “arbitraje administrativo”, que desnaturalizaría al primero e implicaría la pérdida 

de sus beneficios. En ese sentido, señala que la importancia del arbitraje no solo se 

manifiesta en los contratos en los que centró su propuesta, sino en todo el ámbito de las 

contrataciones públicas. 

De las características presentadas sobre los MASC, se pueden extraer brevemente dos 

conclusiones: (i) son mucho más eficientes que el litigio judicial para la solución de 

conflictos (en las especialidades que le competen) y, (ii) manifiestan una importancia 

consolidada no solo en la práctica, sino también en el ordenamiento. Sin embargo, cabe 

preguntarse por qué, a pesar de tener estas características favorables, estos mecanismos 

son identificables con mucho menor alcance que el proceso judicial. Como se mencionó 

en las primeras líneas, estos son de conocimiento de los juristas, quienes en algún 

momento de su aprendizaje o práctica los asimilaron, pero ¿este conocimiento de sus 

beneficios y naturaleza también existe fuera del ejercicio del derecho? La respuesta 

anticipada es que generalmente no; se suele saber muy poco sobre estos incluso en 

quienes iniciarán la carrera de Derecho. Este planteamiento es relevante porque los 

MASC no solo involucran a juristas, sino también a profesionales de otras áreas como 

gestión pública y privada, ingeniería, entre otros. 

Al respecto, Francisco González propone una respuesta a por qué sucede este 

desconocimiento5. Señala que plantear estos mecanismos como “alternativos” ocasiona 

que inconscientemente se perciban como excepcionales o como una subcategoría y, por 

lo tanto, en un segundo plano. Como consecuencia, muchas veces no se toma en cuenta 

la palestra de opciones para solucionar un conflicto, optando inmediatamente por el 

proceso judicial. Ante este problema, el autor propone abandonar el concepto inicial y 

adoptar el de “mecanismos apropiados de solución de controversias”. El fundamento es 

que cada mecanismo es idóneo y apropiado para determinados tipos de conflicto, 

aunque no lo sea para otros. 

Esta crítica no solo es de utilidad para decidir qué mecanismo utilizar ante un conflicto 

en específico. También explica por qué no se extienden gran parte de las características 

de los MASC y su uso. El sesgo ocasionado por la denominación actual puede generar 

que estas se difundan e interioricen en menor medida a la que les correspondería por su 

situación favorable en el país. Ya que el arbitraje y demás mecanismos se encuentran en



 

gran crecimiento, no está de más prestar mayor atención a este y otros aspectos cuya 

investigación conducirá a una firme consolidación de los mencionados. Esta es una labor 

que se realizó satisfactoriamente en los últimos años mediante la constante participación 

de juristas e instituciones; especialmente, en lo referente a prevenir situaciones de 

corrupción. Finalmente, la constante aclaración y desarrollo de cuestiones como la 

señalada otorgarán mayor credibilidad y generarán mayor interés en esta dimensión 

indiscutiblemente propia del derecho. 

 


